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Las ideologías individualistas y su desconocimiento del valor del bien común y 
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1. PRESENTACIÓN DE LA CUESTIÓN 
1.1. Introducción: la constatación de la vigencia y la pregunta 
por la validez 
Las libertades de prensa y de expresión! representan desde 
hace siglos una verdadera piedra de toque de los valores que 
identifican al moderno Estado constitucionaF. Tales libertades~ 
precisamente, toman cuerpo como parte de los derechos naturales 
de los individuos (según los entiende el iusnaturalismo del s. 
XVIII), derechos en cuya tutela el constitucionalismo postrevolu-
cionario funda la justificación del orden polític03 • 
1. En este artículo nos referiremos a "libertad de prensa y libertad de expre-
sión", distinguiéndolas en general , ya que, como bien señala el catedrático ar-
gentino Néstor Sagüés, la expresión es el género yla prensa una de sus tantas 
especies (cfr. SAGÜÉS, Néstor, Elementos de Dereeho Constitucional, Buenos 
Aires, 2001, t. rr, pp. 422-423). Con todo, conservaremos el orden antedicho 
-dando así una cierta prelación a la libertad de prensa-, pues hoy la expresión, 
a nivel público, se canaliza en gran medida a través de los medios de difusión y 
comunicación. Y los medios de difusión y comunicación de masas contemporá-
neos se identifican con la prensa o tienen directa dependencia (empresarial) de 
ella. De allí la razonabilidad del criterio de Solzhenitsyn, quien, en su famosa 
conferencia de Harvard en 1978, empleó -como dijo él mismo- "la palabra 
'prensa' para designar a todos los medios masivos de comunicación" (cfr. SOLZ-
HENITSYN, Alexandr, El suicidio de Occidente, Buenos Aires, 1983, p. 20). 
2. Sobre el lugar de estas libertades dentro del universo doctrinal del Esta-
do de Derecho moderno, cfr. GARCfA-PELAYO, Manuel, Derecho constitucional 
comparado, Madrid, 1993, p. 153. 
3. Cfr. la Declaración de Derechos de la constitución francesa de 1791, en 
su arto 2°: ' ~El objeto de toda sociedad política es la conservación de los dere-
chos naturales e imprescriptibles del hombre". 
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Los ordenamientos positivos vigentes hoy en el mundo occiden-
tal incluyen a la libertad de prensa y de expresión entre los derechos 
que integran el núcleo axiológico-dogmático de la constitución (tó-
mese, como caso significativo, la la. Enmienda de la Constitución 
norteamericana). Estas libertades, ya desde los albores del constitu-
cionalismo, han formado parte de los derechos fundamentales4 • 
La afirmación de estos derechos no se ha circunscripto a los or-
denamientos nacionales particulares. En efecto, las libertades de 
prensa y de expresión han visto plasmado su reconocimiento en 
relevantes instrumentos jurídicos internacionales. Al respecto, 
cabe citar la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas ellO 
de diciembre de 1948. En su artículo 19, la Declaración expresa: 
"Todo individuo tiene el derecho a la libertad de opinión y de ex-
presión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus 
opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y 
el de difundirlas sin limitación de fronteras por cualquier medio de 
expresión". Por su parte, la Declaración Americana de los Dere-
chos y Deberes del Hombre, aprobada también en 1948, establece 
en su arto IV: "Toda persona tiene derecho a la libertad de investi-
gación, de opinión y de expresión y de difusión del pensamiento 
por cualquier medio". Y el pacto de San José de Costa Rica, por 
último, expresa con precisión en su arto 13 toda una serie de inter-
dicciones a la restricción de esas libertades. Resultan pertinentes, 
en particular, la prohibición de censura previa (inc. 2); así como la 
limitación de la censura en los espectáculos públicos a los solos 
efectos de la protección de los menores de edad (inc. 4). 
Aducimos estos relevantes instrumentos internacionales para 
poner de manifiesto hasta qué punto los derechos que nos ocupan 
desempeñan un papel protagónico en el orbe de ideas vigentes en 
la práxis jurídica y política contemporánea. Pero no lo hacemos 
4. Cfr. KRIELE, Martin, Einführung in die Staatslehre, Hamburgo, 1975, pp. 
158-159. 
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para erigir esos documentos en parámetros axionormativos in-
cuestionables; ni para zanjar inapelablemente con su respaldo 
toda discusión suscitada a propósito de la legitimidad y límites de 
las libertades de prensa y de expresión. Pues, por un lado, .cree-
mos que las reservas y objeciones de la cátedra romanas a la misma 
Declaración de la Asamblea de la ONU puede constituir un lla-
mado de atención que disuada de aceptarlos acríticamente en blo-
que, sin un ponderado análisis6 • Por otro, la constatación de la vi-
gencia jurídica de una norma o de un derecho no basta para 
dirimir la cuestión principial, esto es, aquélla referida a su obje-
tiva validez, concretos alcances, rango axiológico, etc. 
1.2. La tesis radical: las libertades individuales de prensa 
y de expresión como un valor social supremo. 
Su formulación por algunas corrientes 
del derecho constitucional 
No son infrecuentes las posiciones que asignan al ejercicio de 
esas libertades un valor jurídico primario y absoluto. Un presti-
5. No es necesario que esta mención sea tomada como un argumento de 
autoridad; basta con tener en cuenta que alude al pronunciamiento de una ins-
tancia (el magisterio pontificio) a la que no cabe negar preocupación por la de-
fensa integral de los derechos humanos en el mundo. 
6. Cfr., por todos, Pacem in terris, n° 144: "No ignoramos que ciertos pun-
tos de esta declaración han levantado objeciones y constituido el objeto de re-
servas justificadas". Al respecto, cabe señalar que la comisión redactora y la 
Asamblea rechazaron reconocer que los derechos humanos imprescriptibles se 
originan en Dios creador; además, se resolvió no precisar que todo hombre tie-
ne derecho a la vida y a la integridad desde la concepción. La solvente iniciati-
va en ambos sentidos por parte de algunos de los redactores (principalmente el 
filósofo libanés Charles Malik, así como el representante de Chile, Sr. Santa 
Cruz) y -respecto del origen divino del hombre- por parte de los delegados de 
Argentina, Brasil, China e India chocó, sobre todo, con la oposición de nortea-
mericanos y europeos, tanto comunistas como occidentales (cfr. VERDOOT, Al-
bert, Declaración universal de los derechos del hombre. Nacimiento y signifi-
cación, trad . J. Arzálluz , Bilbao, 1969, esp. pp. 93-98 Y 269-275) . 
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gioso académico argentino, Gregorio Badeni -a quien tomamos 
como ejemplo de las corrientes aquÍ aludidas-, en el volumen que 
dedica al tema, afirma taxativamente: "La libertad de prensa otor-
ga, a quien conduce el medio de comunicación social, unafacul-
tad ilimitada para determinar el contenido del acto de difusión, 
sin estar sujeto a interferencias provenientes del Estado o los par-
ticulares"? (subr. nuestro). Conste que el autor habla aquÍ en tér-
minos deónticos, es decir que no enuncia meros "inconvenientes 
de orden práctico"; 10 cual comporta que por "facultad" deba en-
tenderse un derecho constitucionalmente protegido y, en tanto tal, 
racionalmente fundado y objetivamente valioso. Así pues, le asis-
te al empresario el derecho a la libertad absoluta en la difusión 
social generalizada de opiniones e informaciones. Además, abo-
cado a rechazar la licitud de su posible limitación, el citado jurista 
considera que no cabe establecer distingos entre la específica "li-
bertad de prensa" y la genérica "libertad de expresión": "[Q]uien 
da a conocer un hecho veraz, o no, informa de igual manera que 
aquél que da a conocer una opinión o un juicio de valor" , concluye 
BadeniB• Y, con cita textual de la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos, nos dice también que "el ejercicio abusivo del 
derecho de libertad de expresión no puede estar sujeto a ningún 
tipo de limitación" que no sea la de la responsabilidad judicial 
-ulterior a la conducta abusiva misma-9 • 
1.3. La aporía 
A tenor de los juicios que acaban de leerse cabe plantearse al-
gunos cuestionamientos: ¿acaso la valoración positiva de la liber-
7. BADENI, Gregorio, Tratado de la libertad de prensa, Bs. As., 2002, p. 
302 (a propósito del "derecho de réplica") . 
8. BADENI, Tratado de la libertad de prensa, p. 587. 
9. Informe 11/96 del 3/5/1996, aplicable al caso de la censura a la exhibi-
ción de obras blasfemas (Badeni, Tratado de la libertad de prensa, p. 221). 
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tad de prensa -y de la de expresión en general- deriva única y 
esencialmente de posiciones doctrinales cuyos presupuestos apa-
recen como cuestionables, si no es que derechamente impugna-
bles.? ¿Acaso el único modo de recto ejercicio de las libertades de 
prensa y de expresión se corresponde con el individualismo radi-
cal? ¿Acaso no es dable reconocer un contenido objetivamente 
valioso y deónticamente necesario en la libertad de información, 
opinión, expresión, valoración por parte de los ciudadanos? 
¿Acaso los derechos individuales no constituyen uno de los pila-
res de la práxis social rectamente entendida? ¿Sería pensable la 
promoción del bien común político -como dijo Guido Soaje Ra-
mos- sin la correspondiente promoción de legítimas libertades?1O 
Precisamente esta problemática constituye el tema a tratar en 
las siguientes líneas. Haremos, pues, un análisis en el plano de los 
principios de racionalidad práctica (ético-jurídico-política) que 
permita ponderar el núcleo de objetiva valiosidad que encierra la 
libertad de prensa y de expresión, el rango que ocupan dentro de 
los derechos humanos y los fines propios de la información y di-
fusión de ideas. Todo ello en orden a echar luz sobre la pretensión 
de erigir a tales libertades en valores absolutos de la convivencia; 
pretensión cuyo fundamento filosófico, por lo menos tácito, re-
sulta inocultable. Intentaremos hacerlo sin prejuicios, y con la li-
bertad que es condicio sine qua non de la vida académica. 
Por último, dejamos sentado desde ahora que tomaremos algu-
nos principios del tomismo como una ayuda para el mejor cono-
cimiento de la realidad y como un acicate para la reflexión y la 
discusión. Bajo ningún concepto pretenderemos utilizarlos como 
un argumento de autoridad o intrasistémico, sólo válido para aqué-
llos que de antemano y en general se reconociesen "iusnaturalis-
10. SOAJE RAMOS, Guido, "Sobre la politicidad del derecho", Revista de 
Estudios Políticos (V. Nac. de Cuyo, 1958), trabajo clásico reeditado en El de-
recho natural en la realidad social y jurídica, Sergio Raúl CASTAÑo-Eduardo 
SOTO KLOSS (eds.), Santiago de Chile, 2005 (cfr. pp. 41-44). 
EL EJERCICIO DE LAS LIBERTADES DE PRENSA Y EXPRESIÓN 333 
tas tomistas". Antes al contrario: nos hemos propuesto el arduo 
cometido de apelar a un plano fundamental de racionalidad prác-
tica objetiva. 
2. CONSIDERACIONES SOBRE LA NATURALEZA, FINES Y OBJETIVA 
JERARQUÍA AXIONORMATIVA DE LAS LIBERTADES 
DE PRENSA Y DE EXPRESIÓN 
2.1. Una aproximación a la naturaleza de esas libertades 
Cuando se plantea el fundamento del derecho a la libre infor-
mación y expresión, aparece de manera insoslayable la cuestión 
de la naturaleza y delfin de las libertades en cuestión. 
Ahora bien, por poco que se pare mientes en la naturaleza de 
la información y la expresión, se cae en la cuenta de que se trata 
de actividades sociales. La presencia del otro aparece como cons-
titutiva de los actos de informar, informarse, expresarse y demás. 
Luego, parece difícil sostener que la libertad de prensa -y la de 
expresión en general- pueda residir en el ejercicio libérrimo de 
una espontaneidad que se desentienda por principio de los bienes 
-o de los valoraciones subjetivas, incluso- de los otros, sean éstos 
individuos o grupos. Y conste que no estamos presuponiendo ne-
cesariamente un universo axiológico no relativista, en el cual la li-
bertad de expresión se hallase deónticamente limitada por los fue-
ros de la verdad y del bien objetivos. Pues resulta inconveniente e 
ilícito considerar a priori mancillables los valores de los otros, y 
esto aun cuando se aceptare que no existen criterios objetivos 
inapelables para el reconocimiento de verdaderos bienes individua-
les y sociales. Dicho de otro modo: sea que se postule la existen-
cia de verdades y bienes universales objetivos, o no; y sea que el 
otro reconozca tales verdades y bienes, o no, todo indica que cier-
tas esferas personalísimas y convicciones profundas del prójimo 
deben ser respetadas por el ejercicio de unos derechos que -por 
definición- suponen alteridad, y alteridad fuerte: socialidad. 
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Los derechos y libertades que nos ocupan son públicos (en el 
sentido en que Kant hablaba del uso público de la razón ll , no en 
el de lo relativo a la órbita del Estado), y no privados. Y lo son, 
valga la insistencia, formal y constitutivamente. Me expreso ante 
el otro; informo al otro; debato, investigo y conformo la opinión 
pública con el otro. Finalmente -last but not least-, recordemos 
que en la sociedad política hay siempre un Otro (el bien común) 
detrás de cada otro individual con quien se interacciona12 • 
Así pues, prima Jade, aparece viciada por la base la concep-
ción del derecho a la libertad de prensa y de expresión como la 
remoción de toda interferencia que limite la voluntad del agente. 
No se trata, en efecto, del derecho a disponer de una propiedad 
inmueble. Si aun en ese caso existen valor~s superiores que obli-
gatoriamente ponen límites a la voluntad del propietario, tanto 
menos deberá ser absoluta la actividad -que se pretenda legíti-
ma- de quien expresa socialmente sus ideas. En un orbe doctrinal 
clásico-realista se dirá que las libertades legítimas deben ordenar-
se al bien común político; en un contexto social permeado por la 
verdad del orden natural y que, además, sea cristiano, se dirá que 
las legítimas libertades deben ordenarse en última instancia a 
allanar el camino de los hombres hacia Dios, tributándole la de-
bida reverencia. E incluso en un sistema individualista debería 
decirse (y aceptarse coherentemente) que el derecho de uno ter-
mina donde comienza el del otro. Lo que parece insostenible es 
preconizar el derecho de algunos (casi exclusivamente el de quie-
nes detentan el poder necesario para ocupar el ámbito público con 
sus medios de difusión) a desconocer todo otro bien y todo otro 
derecho que no sea el propio interés; con la única restricción de 
11. Cfr. "Beantwortung der Frage: Was ist AufkHirung?" (en Werke, Darms-
tadt, 1983,1. 9, pp. 53 Y ss.). . 
12. CfL SOAJE RAMOS, Guido, El concepto de Derecho, parte "La conduc-
tajurídica debida", Bs. As., 1977; pp. 8-9; Tomás DE AQUINO, Summa Theolo-
giae, I-I1ae, 21, 3. 
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asumir algunas responsabilidades civiles o penales, pero siempre 
después de causado un daño durante cuya comisión la libertad de 
acción del ofensor mediático fue celosamente tutelada por el or-
denamiento jurídico. 
2.2. Algunas consecuencias prácticas a partir de los fines 
de la información y la expresión 
2.2.1. La difusión de noticias 
La cuestión de los fines de la difusión y expresión agrega ele-
mentos decisivos de juicio. Póngase el caso, sugerido por el cons-
titucionalista argentino Miguel Ángel Ekmekdjian, de una noticia 
que sin duda acarrearía la muerte de un informante de la policía a 
manos de los delincuentes a los que está delatando. ¿Acaso no 
correspondería que el juez de la causa, anoticiado de la inminen-
te publicación de los datos personales del informante, prohibiera 
al medio de prensa tal noticia?13. Parece difícil negarlo, dado que 
la publicación causaría la muerte del informante y la suspensión 
de la investigación judicial. 
En este ejemplo concreto aparecen contrapuestos (como bie-
nes humanos -y jurídicos-), de un lado, la vida de una persona yel 
afianzamiento de la justicia con la neutralización de una peligro-
sa banda de asesinos; de otro, el interés en tener la primicia, con 
el prestigio editorial y el rédito material que ello significa. Ése se-
ría elfinis operantis de la empresa mediática y de sus empleados; 
se podría argumentar que elfinis operis consistiría en proveer de 
información actualizada a la opinión pública, es decir, en servir al 
derecho de la comunidad de estar informada. Pero incluso redar-
guyendo con el (altruista)finis operis no se solventa la dificultad. 
Pues si se reconoce que el medio está al servicio de un derecho de 
13. EKMEKDJIAN, Miguel Ángel, Derecho a la información, Bs. As., 1996, 
pp. 52 Y ss. 
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la comunidad, entonces el derecho a informar no se justifica como 
el puro arbitrio libérrimo de los agentes mediáticos, sino por las 
necesidades y legítimos intereses de la comunidad. Luego -cabe 
proponer-, ésta bien podría informarse más tarde de lo ocurrido, 
una vez que se hubiera operado el paso necesario para afianzar la 
justicia -algo en lo cual la comunidad en tanto tal tiene objetivo 
y primario interés-o 
2.2.2. Las expresiones "artísticas" de contenido aberrante 
La legitimidad de la restricción de publicación en el caso de 
marras se acrecienta, dice el citado Ekmekdjian, por el hecho de 
que se trata de una noticia y no de una idea. Según tal posición, 
entonces, los fueros de las ideas aparecen como intangibles, o 
poco menos. Analicemos críticamente tal aserto. 
La expresión de una idea no se reduce al puro campo teorético 
traducible en afirmaciones u opiniones sobre la realidad. También 
habría que incluir en ese ámbito las manifestaciones estéticas. Aho-
ra bien, supóngase que una minuciosa y enjundiosa investigación 
psicosociológica llegare a la conclusión de que la proliferación de 
material pornográfico violento (violaciones, sadomasoquismo, 
etc.) puesto al alcance del consumo masivo de la población ha au-
mentado significativamente el porcentaje de crímenes sexuales. 
Supóngase también que esa conclusión aparece como no contro-
vertida en todos los ámbitos, públicos y privados. Nos pregunta-
mos ¿sería ilícita -por principio-la acción de una instancia admi-
nistrativa que censurase cierto material o prohibiese su difusión 
pública? También aquí, aunque no se trata de una noticia sino de 
una idea ("estética"), parece difícil sostener por principio tal ilici-
tud. En este ejemplo concreto, de un lado, tenemos el interés en ex-
presar valores "artísticos" tales como la violación, la tortura física 
y psicológica, el sometimiento femenino, etc., al que se une el inte-
rés del empresario pornógrafo en ganar dinero; del otro, la seguri-
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dad de la vida e integridad de la población, entre otros bienes con-
culcados por el pornógrafo. 
2.2.3. Información, participación y bien común 
En la misma línea, es razonable sostener que la ponderación 
de los fines en juego puede resultar útil para dirimir ciertas cues-
tiones específicas, atinentes a la regulación jurídica de los medios 
masivos de comunicación. 
La libertad de prensa, y la de expresión, puede reclamar un 
fundamento de legitimidad en el derecho natural a la participa-
ción del ciudadano en la cosa pública. Este derecho a la participa-
ción no se dará sin el conocimiento del estado de la república y 
del rumbo de la conducción de los asuntos comunes en manos de 
las autoridades. Y esta conveniencia se plantea hoy más que nun-
ca, dado el perceptible divorcio entre la clase gobernante y los 
ciudadanos (vinculado con la llamada crisis de la representación 
de los partidos políticos). Ahora bien, la posibilidad de ejercer al-
guna participación -aunque más no fuere bajo la forma de cierta 
interiorización y discusión (privada) de los actos de gobierno- se 
verá sin duda facilitada por la publicidad de los actos de los po-
deres públicosl4 • 
Los principios del orden político avalan lo dicho supra 15. En 
efecto, parece indubitable que la participación ciudadana en la 
14. Ya Aristóteles afinnó la conveniencia de que el conjunto de los ciudada-
nos no estuviese ausente de los asuntos públicos, no para buscar el contentamien-
to masivo con fines demagógicos, sino por una razón de bien común (Política, 
1281 a 42; 1282 a 34; 1283 b 33-35; ed. Ross , Oxford, 1992). Encontramos una 
buena fundamentación histórico-filosófico-jurídica de este tema en BIDEGAIN, Car-
los A. et al., Curso de Derecho Constitucional, Bs. As., 2001, t. V, pp. 176 Y ss. 
15. Estos principios son el de primacía del bien común y el de politicidad 
natural, como lo ha reconocido el aristotelismo clásico, desde el Estagirita has-
ta Yves Simon, pasando por el Aquinate . En efecto, Tomás de Aquino afinnó 
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cosa pública es ordenable al bien común político y, por ende, a la 
plenitud de la persona humana (recordemos, al respecto, la suge-
rente afmnación de Roberto Bellarmino de que el hombre necesi-
ta de la condición de ciudadano para su perfección humana terre-
naPÓ). Luego, a tales fines, una verdadera prensa libre puede 
cumplir un papel de primer orden. Repárese en que la legitimidad 
del derecho a informar aparecería, así, objetivamente fundada en 
el deber de la comunidad de conocer la verdad sobre la república, 
en orden al bien común, participable por todos. Ése, pues, sería el 
fundamento legitimante primario del derecho a informar. Ahora 
bien, la aceptación del principio jurídico nos exige asimismo el 
reconocimiento de la íntegra circunstancia que él ilumina, sin lo 
cual se corre el riesgo de desconocer también, en consecuencia, 
los contornos de lo justo concreto. Y nuestra circunstancia históri-
ca ofrece hoy ribetes particularísimos. Como dijo un distinguido 
juez de la Suprema Corte y constitucionalista argentino, Pablo A. 
Ramella, "[s]i el monopolio o la injerencia del Estado en la expre-
sión del pensamiento es repudiable, también lo es el que una sola 
persona o corporación posea, por ejemplo, una cadena de di a-
rios"17. Pero hoy las corporaciones poseen no ya una cadena de 
sin ambages, a lo largo de toda su obra, tanto la primacía del bien común sobre 
el bien particular cuanto -ya en sede específicamente política- la tesis de la po-
liticidad natural: esta última tesis, dice el AQUINATE en Summa Theologiae, 1-
I1ae., 72, 4, fue "probada en el libro I de la Política". Arth~r F. Utz recogió en el 
apéndice al t. I de su Ética Social (trad. francesa de E. Dousse, Friburgo, 1960) 
los textos correspondientes, de entre los cuales cabe citar IV Sent. 26, 1, 1; De 
reg. 1,1; C.C. I1I, 85; I1I, 117; S. Th., I-Ilae., 61, 5. El mejor tratamiento acerca 
de la naturaleza del bien común político y de su supraordenación respecto de 
todo bien particular mundanal lo ha hecho Louis Lachance -el principal exége-
ta del pensamiento político de Tomás de Aquino-- en L' humanisme politique de 
Saint Thomas, París-Ottawa, 1939 y 1965 (obra maestra afortunadamente tradu-
cida hace pocos años al castellano por la Universidad de Navarra). 
16. De laicis, sive secularibus, pp. 10-11 (en BELLARMINO, Roberto, Ope-
ra Omnia, París, 1870, t. I1I). 
17. Cfr. RAMELLA, Pablo A., Derecho constitucional, Bs. As., 1986, p. 332. 
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diarios, sino cadenas (a veces transnacionales) de multimedios 18 • 
Por ello, si aceptamos que el fin último legitimante de la actividad 
de difusión de noticias e ideas es ayudar a formar cívicamente a 
los ciudadanos -y, en definitiva, contribuir a que los hombres co-
nozcan la verdad y operen el bien-, entonces no cabe rechazar por 
principio, como ilícita restricción a la libertad de prensa, toda 
obligación o limitación que se imponga a las políticas empresaria-
les de los medios. 
Desde esta perspectiva es posible echar luz sobre algunas pro-
blemáticas concretas concernientes a la regulación jurídica de los 
medios. Propongamos un ejemplo. Si se aceptan los principios es-
tablecidos en este acápite 2.2.3), luego no cabría tildar de en sí 
mismo irrazonable o abusivo al establecimiento de mecanismos 
jurídicos que obligasen a un medio de difusión a informar a la opi-
nión pública otras versiones de hechos referidos, o a dar espacio a 
ciudadanos que se propusieran la defensa de valores menoscaba-
dos por ese medio de difusión. Sin pretender abarcar ni menos 
agotar la discusiól1 de todas las cuestiones jurídicas y fácticas en 
él implicadas, creemos que en estos principios radica un elemento 
de juicio pertinente a la hora de plantear la legitimidad del llama-
do "derecho de réplica" . 
18. Al respecto, cabe señalar que, sobre todo a partir de la desregulación 
del sector en EVA (1995), se han sucedido las fusiones entre grupos pertene-
cientes a los rubros telecomunicaciones, información y entretenimientos. Es 
ilustrativo el caso de la unión de Time-Warner con América Online, que con-
formó un coloso empresarial cuyo valor, según se dijo en su momento 
(2001), era superior al producto bruto de Canadá. Tales procesos, como ha 
admitido un zar de los medios españoles, Jesús Polanco, no constituyen sino 
!lna manifestación de las leyes del mercado (cfr. PaLANca, Jesús, "La globa-
lización mediática: riesgos y beneficios", en El Estado en la aldea global, 
Buenos Aires, 1997, p. 221). Se encuentra un análisis político de este tema en 
CASTAÑO, Sergio R., Orden político y globalización, Buenos Aires, 2000, 
cap. 1, passim. 
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2.3. El rango de la libertad de prensa y de expresión como bien 
humano 
Sin desconocer, antes al contrario, la necesidad y valiosidad de 
la pública libertad de prensa y de expresión, con todo no resulta 
ocioso proponer una suerte de "test" de evaluación de la jerarquía 
intrínseca de que se hallan investidas. Sólo dejaremos señalado, 
así, un camino de investigación que podría ser conducente para 
fundamentar la razonabilidad -en el plano de los principios- de 
posibles medidas ordenadas a disponer convenientemente la acti-
vidad de los medios de expresión en función de los fines sociales 
que justifican su existencia. 
El "test" partirá de la constatación del temperamento que en 
"estado de excepción" .los ordenamientos constitucionales con-
temporáneos usualmente adoptan respecto de estos derechos, y 
sin perder de vista la racionalidad de tal temperamento; todo ello 
en confrontación con el derecho a la vida del inocente19 • 
Tómese el caso del estado sitio. Ante su la implantación -o la 
de análogos regímenes de excepción- es corriente que el derecho 
a la libre información y expresión se declare suspendido o limita-
dozo . Esto se manifiesta como ampliamente razonable, dado que 
el estado de excepción puede surgir ante la necesidad de preser-
var incluso la existencia misma de la comunidad a través de me-
19. Nuestra guía para este cotejo dialéctico serán los principios de la ley 
natural según Tomás de Aquino, de quien Alf Ross, el gran positivista del 
s. XX, reconoció que "está lejos de un racionalismo abstracto que busca de-
ducir mediante la razón una solución para cada cuestión específica concreta. 
Hay así mucho lugar en su construcción para una forma sociológico-realista 
de la política jurídica. Lo mismo ocurre con el tomismo de hoy" (Sobre el De-
recho y la justicia, trad. cast. G. Carrió, Buenos Aires, 1977, p. 228). 
20. A título de meros ejemplos de disposiciones constitucionales sobre el 
estado de excepción, téngase en cuenta el arto 16 de la constitución francesa de 
1958 y el arto 48 de la constitución de Weimar. 
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didas extraordinarias21 ; y sería dable que la libre oifusión .de noti-
cias e ideas, en esa circunstancia crítica, agudizara el riesgo en 
que se halla esa comunidad. Ahora bien, parece indubitable que, 
ante la concreta colisión de pretensiones entre la supervivencia 
del Estado y la libertad de los medios de difusión, quien tiene 
verdadero derecho es la comunidad política (estrictamente ha-
blando, el bien común de la comunidad política). 
Pero, por el contrario, resultaría aberrante que bajo estado de 
sitio se declarase disponible la vida de inocentes, haciéndola ob-
jeto de actos intencionalmente dirigidos a su eliminación, so pre-
texto de una razón de interés general. En efecto, el bien común se 
nutre de la preservación y expansión de los bienes señalados por 
los preceptos de la ley natural (o principios fundamentales de ra-
cionalidad práctica). Ahora bien, el derecho del inocente a la vida 
está preceptuado por la ley natural primaria (a la que la tradición 
tomista ha caracterizado con acierto como universal, inmutable y 
en sí misma manifiesta 22). 
Así pues, hay derechos primarios e imprescriptibles, como el 
derecho del inocente a que su vida sea respetada, frente a loscua-
les el bien común no se halla "en tensión" (ya que el atropello de 
tales derechos resulta inordenable al verdadero interés de la co-
munidad). Por el contrario, hay derechos que -aunque investidos 
de un objetivo valor humano y político- se manifiestan subordi-
nados y relativos respecto del bien común: tales la libertad de 
prensa y de expresión. 
21. Sobre la vigencia inmemorial del principio "salus populi suprema lex 
esto" y su manifestación en el derecho francés, norteamericano e italiano con-
temporáneos, cfr. ÁLVAREZ GARCÍA, Vicente, El concepto de necesidad en de-
recho público, Madrid, 1996, pp. 83 Y ss. Y 180 Y ss. 
22 . Cfr. TOMÁS DE AQUINo, Summa Theologiae, I-I1ae., 94,passim. 
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3. LA INTERDICCIÓN DE CENSURA PREVIA COMO UN DOGMA DEL 
CONSTITUCIONALISMO MODERNO 
3.1. Una consideración histórica 
El instituto de la "prohibición de censura previa" va en el sen-
tido de la absolutización del ejercicio -incluso abusivo- de la li-
bertad de expresión, y erigida en derecho. Ahora bien, cuestionar 
semejante absolutización, ¿significa entonces negar que la prohi-
bición de censura previa sea lícita en muchos ámbitos, épocas, 
circunstancias? En modo alguno. Negar carácter absoluto y privi-
legiado al derecho a la libre expresión no implica convalidar la 
supervisión pública o privada sobre la información o la expresión 
como necesaria o legítima para todo tiempo, lugar y sector de la 
vida social. En efecto, regímenes de amplia libertad pueden resu],.. 
tar y resultan de hecho manifiestamente razonables, y adecuados 
a concretas situaciones humanas. A propósito de lo dicho, una mi-
rada realista sobre la Historia permite detectar cuáles fueron las 
circunstancias epocales, técnicas, culturales, que justificaron la 
formulación de la prohibición de censura previa. Y cuáles las cir-
cunstancias que desaconsejan aceptarla acrítica y dogmáticamen-
te, cual si se tratase de un principio primario de la ley natural. Ar-
turo Pellet Lastra, constitucionalista e historiador argentino, 
explica de modo sintético el cambio del contexto histórico en que 
se desenvuelve la actividad periodística, desde el siglo XVIII, 
cuando Blackstone enunció el principio de no censura previa, 
hasta nuestros días: "El periodista en los s. XVIII Y XIX era un 
expositor de ideas que utilizaba la imprenta para hacer conocer 
sus opiniones [ ... ] la prensa era una forma inclaudicable de defen-
der su individualidad, de enfrentarse con el gobierno y otros indi-
viduos, que en su pequeña empresa generaban ideas y opiniones 
distintas a las suyas. Se defendía el derecho de prensa, no el dere-
cho de empresa. El desarrollo tecnológico cambió todo y, así, la 
pequeña empresa -a veces casi unipersonal- se transformó en 
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gran empresa y la comunicación social se convirtió en comunica-
ción de masas. Ahora el individuo como comunicador está vir-
tualmente eliminado [ ... ] "23 . 
El juicio citado encuentra importante respaldo en el informe 
emanado de la Comisión Hutchins, en los EU A (en 1947), acerca 
de las actividades de los medios de prensa. Entre muchos otros 
ítem s tratados por la multidisciplinaria comisión resultan por de-
más sugestivas sus consideraciones sobre: la prensa como nego-
cio; la revolución técnico-empresarial que se ha producido desde 
el tiempo de la Primera Enmienda hasta hoy; y la desnaturaliza-
ción de los fines de los medios masivos por la prevalencia de in-
tereses ajenos a la comunicación e información, así como por el 
control que sobre ella ejercen unos pocos individuos. El docu-
mento, en suma, representa por su objetividad, profundidad y 
contundencia un hito entre los juicios críticos sobre la prensa 
contemporánea24 . Como señala a su respecto una figura consular 
de la prensa chilena, Arturo Fontaine Aldunate, "[l]os autores dis-
tinguen en la Primera Enmienda entre la expresión y la prensa" , y 
mientras "consideran como 'natural e inseparable de la persona 
humana' el derecho a expresarse, ven a la prensa, en cambio, 
como un producto cultural, propio de la sociedad avanzada. La 
distinción le sirve a la Comisión para negarle a la prensa el poder 
discrecional de difundir lo que estime conveniente y para soste-
ner, dentro de la mentalidad y de la legislación individualista de 
los Estados Unidos, la responsabilidad de la prensa frente a lo 
que el pensamiento clásico llamaría el bien común"25. 
23. PELLET LASTRA, Arturo, La libertad de expresión, Bs. As., 1993, p. 167. 
24. Puede consultarse un abstractdel Hutchins Report en la página 
www.nieman.harvard.edu/reports. 
25. Al concluir sus consideraciones sobre el Informe, Fontaine Aldunate 
afirma: "Su visión del estado de la prensa en la sociedad actual, su rol, sus res-
ponsabilidades y sus deficiencias, en general, no han perdido vigencia hasta 
hoy" (cfr. FONTAINE ALDUNATE, Arturo, "Moral y periodismo", en La moral, 
hoy, Academia de Derecho, Universidad Sto. Tomás, Santiago de Chile, 2002). 
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3.2. ¿Es acaso absoluta y unánime la interdicción de censura ' 
previa en el derecho positivo? El caso argentino 
3.2.1. La jurisprudencia 
Se nos objetará que la libertad de prensa y expresión sin cen-
sura previa aparece hoy -a pesar de lo explicado por Pellet Las-
tra-, como una práctica habitualmente observada en la vida pú-
blica de Occidente y normada por numerosas constituciones y 
tratados internacionales. A lo cual se responde que, en primer lu-
gar, nuestra tarea es principial, o "filosófica": estamos cuestio-
nando la razonabilidad de propugnar un ejercicio absoluto de la 
libertad de prensa y expresión, que la erija en una suerte de prin-
cipio primario de la ley natural, o de derecho humano básic026 • En 
segundo lugar, y aunque no es nuestro métier específico, no esta-
rá de más recalar en algunos posicionamientos del derecho posi-
tivo argentino, en orden a, por un lado, corroborar si existe uni-
formidad monolítica en la afirmación de tal libertad irrestricta; 
por otro, sopesar algunas razones que el propio derecho positivo 
provee para cuestionar esa absolutización. 
En el sonado caso "Servini de Cubría" (1992) los órganos ju-
diciales de la República Argentina plantearon interesantes obser-
vaciones respecto del problema aquí discutid027 • La denunciante, 
ante la inminente emisión de un programa televisivo que la ridi-
culizaría, obtuvo de la Cámara de Apelaciones una medida caute-
lar impidiendo esa emisión. La Cámara Nacional de Apelaciones 
en lo Civil y Comercial Federal, Sala 2a -integrada por los magis-
26. Dice Badeni: "La libertad de prensa, al igual que las demás libertades 
constitucionales, no es absoluta. Es absoluto el ejercicio de esa libertad, en 
cuanto no se permite la censura, pero las consecuencias ilícitas que acarrea su 
manifestación deben ser reparadas por quien ejerció abusivamente tal libertad" 
(Tratado ... , citado, p. 511, ver nota 7; subrayado nuestro). 
27. Para todo el caso "Servini", cfr. Jurisprudencia Argentina, 1992-IV, 
pp. 10 Y ss. 
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trados Mariani de Vidal, Vocos Conesa y Quintana Terán-, en el 
extenso fallo, se pronunció en favor de privilegiar la "protección 
integral-preventiva, inhibitoria y reparadora- del ámbito de pri-
vacidad y del honor, que se impone como un límite al poder estatal 
y a la acción de los particulares que dominan los medios masivos 
de comunicación social". Los fundamentos citan abrumadora 
doctrina respaldando la primacía del bien jurídico que funda el 
derecho humano al honor por sobre la libertad de prensa28 • Por 
otra parte, respecto del derecho a la intimidad la doctrina aducida 
por la Cámara sostiene pareja prelación. 
Agrega el tribunal que una solución realista de las pretensio-
nes enfrentadas obliga a considerar por un lado "el derecho al ho-
nor de más de treinta millones habitantes -la enorme mayoría de 
los cuales no tiene acceso a los medios sino como consumidor- y, 
por el otro, el derecho prevaleciente mente económico de los po-
cos propietarios y empresa dueñas de los medios masivos [ ... ]". 
Luego, se impone adoptar medidas cautelares que inhiban la ex-
hibición de determinados espectáculos o programas. La tesis con-
traria, al impugnar dogmáticamente toda medida preventiva (ex 
ante), prescinde de considerar la perniciosidad respecto del bien 
común de algunas manifestaciones difundidas por los medios de 
comunicación29 • Para finalizar nuestra breve síntesis de este pro-
nunciamiento traemos a cuento una afirmación sin duda pertinen-
28. Así, Germán Bidart Campos, entre muchos otros, afirma: "el honor 
personal vale más que los bienes que se tutelan constitucionalmente con la li-
bertad de prensa" (cita por los camaristas del Diario El Derecho, 143-338). So-
bre esta misma cuestión Raúl Madrid ha hecho recientemente interesantes pre-
cisiones en "Licitud de los medios para informar: el caso de Chilevisión y el 
juez Calvo", Revista de Filosofía, vol. 5, n. 1 (Concepción, 2006). 
29. Se preguntan, a propósito, los camaristas: "¿qué razón legítima podría 
existir para que se publicara una nota mofándose de los defectos de un disca-
pacitado?; ¿a qué interés general, no susceptible de ser prohibido ex ante, po-
dría responder la autorización para publicar una solicitada incitando alodio ra-
cial o religioso?". 
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te para nuestra discusión. Ella consiste en la pregunta retórica que 
formula el tribunal sobre si acaso una expresión deleznable, baja 
y repudiable por cualquier persona normal, vertida a través de un 
medio de difusión, puede constituirse en un bien jurídicamente 
protegido, siquiera temporalmente. 
Cabe consignar que la Corte Suprema revocó el fallo. Con 
todo, las consideraciones de su decisión, así como las de los vo-
tos de algunos ministros, suponen un cuestionamiento a la liber-
tad de la prensa. En efecto, la sentencia aclara que ésta, como el 
resto de las garantías constitucionales, no es absoluta sino que se 
desenvuelve según la finalidad por las que fue instituida, la cual 
consiste "en asegurar a los habitantes la posibilidad de estar su-
ficientemente informados para opinar y ejercer sus derechos res-
pecto de las cuestiones que sucedan en la república". Ahora bien, 
ese derecho "es inherente a toda la población y no exclusivo y 
excluyente de los titulares o permisionarios de los medios". Por 
tal razón los jueces no deben suponer que la actividad de los me-
dios se halla de suyo por encima de toda valoración judicial; an-
tes bien, ellos deberán sopesar si su ejercicio se mantiene en el 
plano de la difusión de información o de ideas -único exento de 
toda censura previa-, o lo traspone afectando otros derechos in-
dividuales o colectivos. Por su parte, el voto del ministro Rodol-
fo Barra sostuvo que si el juez no tiene dudas acerca de la poten-
cialidad agraviante de la noticia para el honor y la intimidad 
puede razonablemente limitar la libertad de expresión. Y remata 
su juicio concluyendo que "[l]a interdicción de la censura previa 
no llega al extremo de convertir al juez en mero espectador de un 
daño inexorable". 
Barra también formula dos observaciones relevantes a la hora 
de calibrar el contenido axiológico del Pacto de San José de Cos-
ta Rica. La taxativa prohibición de toda censura previa que expre-
sa dicho Pacto en su arto 13 no tiene paralelo en el Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos, ya que este último no la 
prohíbe expresamente; y, además -subraya Barra-, el Pacto de San 
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José restringe menos la libertad de expresión que la Convención 
Europea para la Protección de los Derechos Humanos y Liberta-
des Fundamentales. De 10 afirmado por Barra cabría concluir que 
el Pacto de San José, norma que rige a la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos -celosa defensora de las más amplias preten-' 
siones de la libre expresión en el continente americano-, parece 
constituir un caso extremo, casi atípico, en el arco de instrumen-
tos internacionales de derechos humanos. 
3.2.2. La doctrina 
En el ámbito del derecho constitucional no podemos dejar de 
mencionar un trabajo particularmente significativo en el esfuerzo 
por reconducir a su quicio el derecho a la libre información. En 
consonancia, creemos, con algunós de los lineamientos plantea-
dos en el caso "Servini", el profesor Fernando Toller ha elabora-
do un enjundioso estudio proponiendo una importante restricción 
a la interdicción absoluta de censura previa. Esa restricción con-
siste en la tutela judicial efectiva sobre bienes privados y públi-
cos, en orden a la prevención de daños que pudieran sobrevenir 
por la difusión de informaciones. Se trata de evitar -por la acción 
jurisdiccional-la comisión de acciones antijurídicas previsibles 
de antemano, cuya reparación posterior no subsanaría el daño 
producido sea a derechos fundamentales, sea a intereses genera-
les integrantes del bien común30 • 
Por su parte, desde la filosofía del derecho, el profesor Héctor 
H. Hernández, en la investigación que dedica a la cuestión, con-
cluye que desde el punto de vista ético-jurídico-político no se 
puede afirmar la existencia de un principio (absoluto) que vete la 
interdicción de censura previa a la prensa. Lo cual no implica, 
30. TOLLER, Fernando, Libertad de prensa y tutela judicial efectiva. Estu-
dio de la prevención judicial de daños derivados de informaciones, Bs. As., 
1999. 
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aclara, que como consecuencia sea lícita por principio la censura 
estataPl. 
Así pues, y en referencia a la Argentina, resulta aventurado 
afirmar que la jurisprudencia y la doctrina hayan aceptado unáni-
memente y sin cuestionamientos la prohibición de poner límites 
a la prensa que excedan de la atribución de ulterior responsabili-
dad civil o penal. 
4. SOBRE EL TRASFONDO DOCTRINAL DE LAS CORRIENTES 
QUE PRECONIZAN COMO DERECHOS ABSOLUTOS 
LAS LIBERTADES DE PRENSA Y DE EXPRESIÓN 
4.1. Sus principios 
4.1.1. La libertad como valor supremo 
La posición esbozada en la Parte 1.2.) fue aducida como ejem-
plo de una determinada interpretación del derecho a la informa-
ción y a la expresión: la que entiende tal derecho como un caso 
particular del ejercicio ilimitado de la libertad del individuo; 
concretamente, como el libérrimo despliegue exterior de la vo-
luntad de quien posee los medios para propalar públicamente sus 
opiniones. Y sobre tal ejemplo, cual si se tratase de un modelo 
ideal (es decir, asumiéndolo en su pureza ideológica), reflexio-
naremos en esta conclusión. Aunque esté de más decirlo, de todas 
maneras hacemos explícito que amicus Plato, sed magis amica 
veritas: cuestionaremos la posición en sí misma, no al meritorio 
y caballeresco académico (a quien hemos tenido el honor de tra-
tar personalmente) que utilizamos aquí como portavoz de tal po-
sición. 
31. HERNÁNDEZ, Héctor H., "Libertad de prensa: consideración axiológica 
(Otro pensamiento constitucional: IV)", Revista Jurídica de Mar del Plata 
(Fac. de Ciencias Jurídicas de la U. FASTA), n° 4 (2005). 
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El derecho al libre ejercicio de la conducta, entendido como se 
acaba de indicar, parece representar un bien social y jurídicamen.: 
te tan valioso como para impugnar como ilícita -en principio-
cualquier pretensión restrictiva, sea cual fuere el valor humano en 
que esa pretensión se fundare: el bien común, la verdad; o la inte-: 
gridad física, psíquica y moral de los hombres. De allí que la li-
bertad de prensa (o la de expresión) sea vista como intangible. 
Ahora bien, esa intangibilidad no puede sino fundarse en un bien 
social supremo, que -como tal- debe ser tutelado celosamente. 
Siguiendo esta línea de interpretación, resultaría que el ejercicio 
de una conducta no privada sino pública, cuyo destinatario es 
-actual o potencialmente- toda la sociedad, se legitima en sí mis-
ma independientemente de cualquier consideración respecto del 
contenido expresado. Por tratarse de un valor supremo, su mani-
festación no debe tener cortapisas ni interferencias; sólo ulterior-
mente le podrán caber responsabilidades civiles o penales, en la 
medida en que se haya demostrado lesivas de los derechos de in-
dividuos o de grupos. 
4.1.2. La absolutización deóntica del interés particular 
Para aclarar el alcance de la absolutización de la que aquí ha-
blamos, establezcamos una comparación entre los derechos y las 
obligaciones de los medios de difusión privados y los derechos y 
las obligaciones de la esfera pública. El Estado-gobierno también 
es jurídicamente responsable por su actividad, incluso por sus ac-
ciones lícitas en procura del bien común. Con todo, no por ello 
deja de ser unánimemente aceptado que -además de la responsa-
bilidad jurídica- la acción misma del poder debe tener límites que 
la contengan y debe ordenarse a bienes que la legitimen. De allí 
que la cuestión del acotamiento del poder haya constituido una de 
las principales preocupaciones de los hombres en todos los tiem-
pos, y que el Estado constitucional moderno ostente como su gran 
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blasón un sistema político de frenos y contrapesos, unido a la téc-
nica jurídica del control de constitucionalidad. Así pues, la respon-
sabilidad del Estado-gobierno no lo exime de la obligación de per-
seguir fines inmediatos legítimos, que ordenen y encaucen su 
acción. Pero mientras la acción institucional que tiene por función 
definitoria la procura del bien común exige la persecución de fines 
inmediatos que le den sentido y legitimidad; por el contrario, para 
las posiciones que criticamos, los individuos y grupos que dirigen 
los medios de comunicación, difusión y expresión no parecen de-
ber sufrir interferencias por parte de agente exterior alguno, priva-
do o público, que pudiera entorpecer las conductas sociales en que 
sus intereses particulares se concretan. 
En síntesis: la libertad irrestricta de los agentes mediáticos se-
ría un derecho absoluto. Sus acciones -incluso aquéllas viciadas 
con ostensibles e indubitables visos de disvaliosidad y antijuridi-
cidad- constituirían por principio un bien jurídico intangible que 
debería tutelarse a rajatabla hasta tanto la pública difusión del 
mensaje hubiese concluido. Recién entonces resultaría lícito pon-
derar -y ¿reparar?- sus efectos sobre el resto de los individuos y 
sobre la sociedad toda. 
4.1.3. Su filiación doctrinal fundamental: el individualismo 
hobbesiano 
Así pues, parecería no existir valor humano alguno que pudie-
ra primar sobre tal derecho. Ateniéndonos a esta perspectiva, de-
beríamos asumir que los derechos del individuo o de los grupos 
(o algunos derechos, o, por lo menos, éste del que hablamos) se 
identifican con la libertad exterior del arbitrio, des-ligada de toda 
obligación que le ponga un límite y de todo bien que le señale un 
orden: o sea (como se ha dicho atendiendo a la vez a la semánti-
ca ya la etimología), ab-soluta. Por un lado, el derecho se identi-
fica con la libertad; por otro, la libertad se reduce a la ausencia de 
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coacción exterior; y tanto la libertad cuanto el derecho prescinden 
de toda referencia a un fundamento axiológico de legitimidad que 
exceda el interés particular. Si tuviéramos que identificar un an-
tecedente doctrinal que expresara paradigmáticamente esta tesis, 
la búsqueda, sin duda, nos llevaría a Hobbes32 . 
La mención del enfant terrible de la filosofía política moder-
na (estigmatizado como absolutista, positivista y ateo), si bien 
puede resultar inesperada -o incómoda- en este lugar, no por 
ello deja de ser pertinente a la hora de rastrear los fundamentos 
de la versiones más extremistas de la libertad de prensa y expre-
sión. En efecto, tales corrientes constituyen formas particulares 
(y radicales) de lo que en términos de la filosofía social cabe lla-
mar individualismo, entendido como la pretensión de explicar el 
todo social como suma de partes y el bien común como yuxtapo-
sición de intereses o derechos particulares. Ahora bien, creemos 
puede afirmarse sin ambages que es Hobbes quien constituye, 
tanto por su coherencia sistemática cuanto por su condición de 
jalón histórico, el gran paradigma del pensamiento individualis-
ta radicaP3. 
32. Cfr. HOBBES, Thomas, Leviatán, especialmente L. 11, cap. XIII. 
33. Aquí se esperaría tal vez una objeción. En efecto, en Hobbes el indivi-
dualismo se vincula metodológicamente con el relativismo axiológíco y (lo 
cual sería más relevante aun) su doctrina desemboca directamente en el abso-
lutismo de Estado. Por esta última razón -y dada la contrariedad entre el abso-
lutismo de Estado y la pretensión de libertad de prensa irrestricta- la paterni-
dad hobbesiana de la tesis de la absoluta libertad de los actores sociales podría 
ser impugnada. Mas la dificultad es aparente: el fondo de la doctrina de Hobbes 
consiste en haber descubierto (o redescubierto, con el antecedente de los sofis-
tas) que si la verdad no existe sólo el poder cuenta. Y el poder se absolutiza en 
el ámbito del Estado, con la forma que fuere. Incluso, por supuesto, bajo la for-
ma de la permisión de la libertad de los poderosos frente a los débiles. De allí 
la raigambre indubitablemente hobbesiana del liberalismo. A propósito de este 
último juicio vale la pena recordar la vinculación principial entre Hobbes y 
Locke puesta de manifiesto por Leo Strauss (cfr. STRAUSS, Leo, Natural Right 
and History, Chicago, 1965, pp. 221 Y ss.). 
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5. A MANERA DE SÍNTESIS Y CONCLUSIÓN 
5.1. Las ideologías individualistas y su desconocimiento 
del valor del bien común y de la projimidad 
Aunque sin poder detenernos en extensos desarrollos en este 
lugar, cabe reafirmar por nuestra parte algunas nociones, a partir 
de las cuales esbozaremos una crítica conclusiva. 
Todas las libertades del individuo se ejercen dentro de un en-
tramado social plural, coronado -si se hace abstracción del plano 
religioso- por la esfera política. Todos los derechos del individuo 
y de los grupos como la familia, el club, el gremio, la sociedad 
comercial, la Universidad logran su plena satisfacción en el ám-
bito de la pólis, en la medida en que los fines de individuos y gru-
pos participan del bien común político. De allí que al hablar de 
"derechos anteriores al Estado" ("Estado" entendido como "co-
munidad política") no sea lícito sino significar que algunos dere-
chos le corresponden al hombre por el hecho de ser tal y no por 
concesión del poder político; mas no que el hombre sea autosufi-
ciente para darles cumplimiento. Por ello pende de un equívoco 
el proponer como fin de la comunidad política la protección de la 
libertad llamada "negativa", entendida como la preservación de la 
esfera individual frente a toda posible interferencia de otros. El 
equívoco consiste, precisamente, en suponer que el individuo al-
canza su fin sin la colaboración de los demás34 • 
Sin embargo, y en detrimento de los fueros de la objetiva rea-
lidad humana y social, existe un verdadero paradigma doctrinal 
que, con modulaciones diversas, ha propuesto como fin del Esta-
do la protección de la libertad de los individuos en el ejercicio de 
unos derechos cuya satisfacción parecería depender solamente de 
relaciones de coordinación, y no principalmente de la participa-
34. Sobre este tema cfr. CASTAÑO, Sergio, Principios políticos para una teo-
ría de la constitución, Buenos Aires, 2006, cap. 11: "La politicidad del dere-
cho". 
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ción de un bien asequible gracias a la integración en un todo so-
cial teleológicamente superior. En efecto -y a pesar de todas las 
críticas que resulta lícito enderezarle-, posee vigencia hoy un 
modelo (dialéctico-conflictivista) de las relaciones individuo-so-
ciedad que ha sido clásicamente caracterizado por Carl Schmitt 
en estos términos: el individuo tiene libertad en principio ilimita-
da frente al Estado ("Estado" entendido como gobierno, pero 
también como comunidad); y el Estado tiene funciones y faculta-
des en principio limitadas35 • Tal concepción, sobre la base de afir-
mar la autosuficiencia del individuo, explica la realidad de la vida 
política a partir de la necesidad de protección (ante todo, coacti-
va) delos derechos individuales36 • La vida política ya no es reco-
nocida como promotora de un bien específico y supraordenado, 
sino que es vista como un remedio de males. 
Así pues, se plantea aquí una doctrina enfrentada a la de la tra-
dición aristotélica (y cristiano-católica). En efecto, el Estagirita dis-
tinguía la vida política del derecho penal, en la medida en que éste 
aparece como medio dirigido a subsanar o a prevenir un maP7. Por 
el contrario, para las ideologías de cuño individualista el valor de la 
política queda gráfica y certeramente expresado por la metáfora de 
Rousseau: se acepta la vida en comunidad política como quien su-
fre se le ampute un brazo para no morir de gangrena38 • 
35. Cfr. SCHMITI, Carl, Verfassungslehre, Berlín, 1993, p. 126; Legalitiit 
und Legitimitdt, Berlín, 1988, pp. 25-26. 
36. Leamos a von Mises, por citar un texto y a un autor ilustrativos: "Lo 
que denominamos Estado no es, a fin de cuentas, más que el aparato de coer-
ción que obliga a las gentes a atenerse a las reglas de la vida comunitaria; De-
recho, el cuerpo de normas sociales que estructuran el Estado; y Gobierno el 
conjunto de personas y entidades encargadas de manejar el correspondiente or-
ganismo de coacción" (VON MISES, Ludwig, Liberalismo, trad. cast. J. Reig AI-
biol, Madrid, 1994, p. 56). 
37. Política, 1332 a 7-27, ver nota 15. 
38. Discours sur 1 'origine et lesfondements de l'inégalité parmi les hom-
mes, en Oeuvres Completes, t.1II (Écrits politiques), París, 1964, p. 178. 
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Pero el individualismo no sólo desdeña al Otro que es el bien 
común y la comunidad política. También se desentiende de todos 
los otros que no son el propio agente. En esta línea se inscribe la 
terrible concepción de la "insociable sociabilidad (ungesellige 
Geselligkeit) del hombre", con que Kant contribuyó alliberalis-
mo. Para el filósofo prusiano el motor del desarrollo social no es 
la amistad, sino el antagonismo. Y la única razón por la cual un 
individuo que no soporta a sus semejantes vive, con todo, en so-
ciedad, estriba en las ventajas y la utilidad que puede obtener del 
prójim039 • 
Es pertinente para nuestro tema, asimismo, aludir a la posición 
kantiana acerca del derecho natural en relación con la libertad de 
expresión. Kant afirma que hay un solo derecho innato (angebo-
rene Recht), y es la libertad exterior, en tanto independencia del 
arbitrio de otro, a condición de que pueda coexistir con la de to-
dos según leyes universales (o sea, según el derecho positivo). 
Este derecho originario, que corresponde a todo hombre en virtud 
de su humanidad, comprende, entre otras, la facultad de actuar 
con los demás de tal manera que ellos puedan rechazar el mal que 
se les propone. El ejemplo que da Kant de esto último resulta har-
to significativo: tal sería el caso de la mentira, puesto que ella 
sólo es dañina en la medida en que se le preste crédito; y creer 
está en manos de quien escucha o lee la falsedad40 • Si nuestra exé-
gesis no es errónea, entonces cabría concluir que la búsqueda del 
engaño o la desinformación a nivel social por parte de los medios 
de difusión sería conforme al derecho innato a la libertad41 • 
39. Cfr. Idee zu einer allgemeinen Geschichte in weltbürgerlicher Absicht, 
4,5 Y 6 (en Werke , Darmstadt, 1983, t. 9). 
40. Rechtslehre, pp. 45-46 de la ediciones originales de 1797 y 1798 de 
Die Metaphysik der Sitten (en Werke, Darmstadt, 1983, t. 7). 
41. Hay otro dato que constituye un indicio no desdeñable acerca del espíritu 
subyacente a algunas líneas doctrinales que entronizan la libertad de prensa y de 
expresión como absolutos deónticos . Nos referimos al desconocimiento de los 
fueros de las cosas y de las personas sagradas. Concretamente, a la creciente pro-
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5.2. Algunas cuestiones pendientes de respuesta 
A la hora de justipreciar la pretensión de erigir la libertad de 
prensa y de difusión en derechos absolutos, cabría formular al-
gunos cuestionamientos convergentes. En primer lugar, qué legi-
timidad puede reclamar un encuadre jurídico del problema que 
prescinda de la naturaleza social de la comunicación y la expre-
sión; así, por ejemplo, que lo enfoque exclusivamente a partir 
del derecho del empresario sobre su propiedad privada. En se-
gundo lugar, cuál es la razonabilidad de desconocer la alteridad 
(y las ingentes repercusiones sociales) de las libertades en deba-
te. En tercero, cuál es el fundamento para preterir la integración 
del individuo o del grupo que comunica o se expresa como parte 
de una comunidad política; y para negar que ésta, además, se ha-
lla investida del derecho y la obligación de velar por la consecu-
ción del fin perfectivo (el bien común político) para el cual ella 
existe. 
clividad a incluir dentro de la esfera de los intangibles derechos de expresión todo 
un abanico de manifestaciones que oscila entre la irreverencia y la blasfemia, lle-
gando al sacrilegio (públicos). En nuestra opinión, el avasallamiento de los valo-
res religiosos de la sociedad, del cual el pretendido derecho a la libre expresión es 
actor protagónico, manifiesta, es cierto, una impronta subjetivista y relativista 
(rasgos nocionalmente vinculables al individualismo); pero, y de un modo signi-
ficativo, también exuda aquel espíritu iluminista cuyo lema -decía el propio 
Kant- era pensar contra la religión y la tradición. En efecto, en su citado opúscu-
lo "Was ist AufkHirung?", Kant se pregunta por el punto 'principal de la ilustra-
ción. y lo encuentra en la necesidad de que el hombre se libere de las ataduras que 
lo ligan a sus creencias religiosas. Para ello propone la total libertad de los doctos 
y de los individuos encumbrados en el gobierno del Estado o de las iglesias para 
ejercer públicamente una crítica emancipadora sobre los contenidos de la religión, 
que libere a los hombres de la deshonrosa tutela eclesial. Kant se preocupa en de-
jar bien en claro que no está postulando la revuelta contra el poder político, ni sub-
versión social alguna. Por el contrario, el movimiento ilustrado se cifra en atrever-
se a pensar por sí mismo ("sapere aude") en materia de religión: en síntesis 
escueta, pero no infiel, en afirmar la autonomía del individuo ante la Revelación 
y la tradición (cfr. Beantwortung der Frage: Was ist Aujkliirung?, ver nota 11). 
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En última resolución, a tales posiciones les corresponde la "car-
ga de la prueba" que recae sobre quien adopta una posición filo-
sófico-social radicalmente individualista. Ahora bien, hoy más 
que nunca -dada la abismal asimetría de poder entre los titulares 
del derecho a comunicar, difundir y expresarse y el conjunto de la 
población- las posiciones individualistas deben explicar si la tu-
tela jurídica de libertades particulares abstractas y absolutas pre-
serva en verdad los derechos del individuo (es decir, de todo in-
dividuo) o recrea la recurrente tesis de Trasímaco. 
